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2.- GOBIERNO, SU COMPOSICIÓN, 

ORGANIZACIÓN Y FUNCIONES. EL 

PRESIDENTE DEL GOBIERNO Y CONSEJO 

DE MINISTROS. 

 

3.- ÓRGANOS DE COLABORACIÓN Y APOYO 

AL GOBIERNO. 

 

4.- DESIGNACIÓN, CAUSAS Y CESE Y 

RESPONSABILIDAD DEL GOBIERNO. 

 

5.- RELACIONES ENTRE EL GOBIERNO Y 

LAS CORTES GENERALES.  

 

6.- EL CONSEJO DE ESTADO.  
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TEMA 7. 
 

1.- EL GOBIERNO Y LA 
ADMINISTRACIÓN. LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA EN LA CONSTITUCIÓN. 

 
Con la Revolución Francesa y la consolidación de la teoría de la separación de 

poderes, se identificó en un primer momento Administración con poder ejecutivo, siendo ambos 
términos equivalentes. 

 
Posteriormente, se consolidó la tesis que ya no identificaba a poder ejecutivo con 

Administración, separándose de ese modo los detentadores temporales del poder político - el 
Gobierno -, de la estructura u organización que servía para la realización de las líneas políticas de 
esos detentadores del poder.  

 
Así surgió el concepto de Administración Pública como organización, como estructura 

puesta al servicio de las concretas decisiones políticas. 
 

Igualmente, se consideró también la Administración Pública como actividad, como el 
concreto actuar del Estado, concebido el Estado como conjunto de poderes individualizados. En este 
sentido, Administración Pública sería una de las funciones o actividades del Estado. 

 
Nuestra Constitución, siguiendo estas corrientes, diferencia claramente entre el 

Gobierno, que ejercita una función política, y la Administración. 
 

Tal y como expresa Garrido Falla, la Constitución contiene numerosos preceptos que 
afectan directamente a la posición constitucional de la Administración, a los límites de su actividad, a 
la configuración positiva de la misma y al control de su actuar o fiscalización. 

 
Dicha regulación constitucional de la Administración pública se encuentra 

fundamentalmente en el Título IV de la constitución, “Del Gobierno y de la Administración”, del que se 
entresacan las siguientes notas que caracterizan a la misma: 

 
 La Administración es una organización al servicio de la misión que tiene 

encomendada el Gobierno, y de ahí que el propio enunciado del Título 
distinga entre ambos. Así, el Gobierno dirigirá la Administración, tanto la 
civil como la militar. 

 La Constitución obliga a la imparcialidad a la Administración en su 
actuar, por cuanto ésta “sirve con objetividad los intereses generales”, 
teniendo además prohibida, como los restantes poderes públicos, la 
arbitrariedad. 

 El actuar de la Administración debe llevarse a cabo con arreglo a una 
serie de principios, los cuales actúan a la vez de límites de la actuación 
administrativa y de garantes del adecuado cumplimiento por ésta de la 
función que le está constitucionalmente asignada. 

 La Administración se ve obligada a responder de los daños que su 
actuación irrogue a los particulares, quienes “tendrán derecho a ser 
indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y 
derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos”. 

 La Administración está sometida al imperio de la ley, al actuar “con 
sometimiento pleno a la ley y al derecho”. 



ADMINISTRATIVO DE LA SEGURIDAD SOCIAL. TEMARIO GENERAL 

Tema 7  Página 3 

 La Administración ve como su actuar se fiscaliza por los Tribunales, a 
cuyo control está igualmente sometida, dado que éstos controlarán “la 
legalidad de la actuación administrativa. 

 
El artículo 103 de la constitución es el que regula con carácter más general el actuar 

de la Administración Pública, y dice: 
 

“La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales, y actúa de 
acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, 
con sometimiento pleno a la ley y al derecho”. 

 
A esta enumeración de principios que justifican y regulan el actuar de la 

administración pública, se añade el de la interdicción de la arbitrariedad que se plasma en el artículo 
9.2 de la Constitución. 

 
De este trascendental artículo se deducen las notas constitucionales que regulan la 

actuación administrativa. 
 

EFICACIA. 
 

La necesidad de servir con objetividad los intereses generales se concreta en que la 
Administración debe buscar la prestación del mayor número posible de servicios con el menor de los 
costes posibles, pues así lo requiere el interés general. Igualmente, este epígrafe exige de la 
administración un actuar lo más ágil posible, sin retrasos, demoras ni innecesarias cargas para el 
administrado por dicho actuar. 

 
JERARQUÍA.  

 
La Administración pública, según se ha indicado, es una organización, pero además 

se trata de una organización jerárquica. 
 

Se entiende por jerarquía aquella organización escalonada en la que cada órgano 
ostenta un rango determinado, por lo que es superior e inferior de los restantes órganos de la 
Administración, de modo que los órganos superiores dirigen y controlan la actuación de los inferiores, 
quienes se ven obligados a actuar del modo establecido por los superiores. 

 
Ahora bien, la jerarquía que pregona la Constitución se aplica a órganos de la misma 

administración, sin que exista una jerarquía entre las diversas administraciones territoriales que 
recoge nuestro ordenamiento jurídico. 

 
DESCENTRALIZACIÓN. 

 
La descentralización pregonada por la Constitución, y referida a la globalidad de la 

Administración Pública, es un principio que hace referencia al hecho de que existen una pluralidad de 
personas jurídicas investidas de potestades públicas y que conforman la Administración en sentido 
amplio. 

 
Se distingue de la desconcentración en que esta última, según veremos, sólo supone 

la transferencia de la capacidad de decisión a órganos inferiores de una misma persona jurídica, y por 
tanto sometidos al principio de jerarquía, mientras que la descentralización administrativa supone la 
coexistencia de diversas personas jurídicas públicas, cada una dotada de una serie diferenciada de 
competencias y por tanto no sometidas al principio de jerarquía. 

 

DESCONCENTRACIÓN. 
 

Se produce el fenómeno de la desconcentración cuando las competencias se 
confieren a una pluralidad de órganos dentro de una misma persona jurídica. 
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Este principio de desconcentración pretende que las potestades administrativas no 
residan en un número mínimo de órganos, de modo que todas las decisiones deban ser tomadas por 
ellos, sino que los órganos inferiores de la estructura administrativa puedan disponer de cierta 
capacidad de decisión, de cierto margen de competencias en su actuación. 

 

COORDINACIÓN. 
 

El principio de coordinación plasmado en la Constitución se refiere a la totalidad de la 
Administración, y por tanto vincula a la pluralidad de Administraciones Públicas que existen en 
nuestro ordenamiento jurídico. 

 
Es precisamente esta pluralidad de administraciones la que exige que de la 

coordinación debida, por cuanto, al regir entre las distintas administraciones el principio de 
competencia y no el de jerarquía, es preciso que todas ellas se coordinen para evitar duplicidades. 

 
SOMETIMIENTO PLENO A LA LEY Y AL DERECHO. 

 
MECANISMOS DE CONTROL DE LA LEGALIDAD DE LA 

ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA. 
 

Se regulan en el artículo 106 de la Constitución, en el que se establece que los 
Tribunales controlarán, además de la potestad reglamentaria que más adelante veremos, la legalidad 
de la actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican. 

 
Igualmente establece este artículo el derecho de los particulares, en los términos 

establecidos por la ley, a ser indemnizados por toda lesión que sufran en sus bienes o derechos, 
salvo que dicha lesión sea por causa de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos. 

 

2.- GOBIERNO, SU COMPOSICIÓN, 
ORGANIZACIÓN Y FUNCIONES. EL 
PRESIDENTE DEL GOBIERNO Y CONSEJO 
DE MINISTROS. 

 
Según el artículo 97 de la constitución y el artículo 1 de la Ley del gobierno, el 

Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado. 
Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes. 

 
El Gobierno se compone del Presidente, del Vicepresidente o Vicepresidentes, en su 

caso, de los Ministros y de los demás miembros que establezca la ley. 
 

Los miembros del Gobierno se reúnen en Consejo de Ministros y en Comisiones 
Delegadas del Gobierno. 

 
La Ley que regula el Gobierno de la Nación es la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, 

del Gobierno.  
 

2.1.- EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO. 
 

El Presidente del Gobierno es la máxima autoridad dentro del poder ejecutivo, dirige 
la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin perjuicio de la 
competencia y responsabilidad directa de los Ministros en su gestión. 

 
En todo caso, corresponde al Presidente del Gobierno: 
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 Representar al Gobierno. 
 Establecer el programa político del Gobierno y determinar las 

directrices de la política interior y exterior y velar por su 
cumplimiento. 

 Proponer al Rey, previa deliberación del Consejo de Ministros, la 
disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales. 

 Plantear ante el Congreso de los Diputados, previa deliberación del 
Consejo de Ministros, la cuestión de confianza. 

 Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo, 
previa autorización del Congreso de los Diputados. 

 Dirigir la política de defensa. 
 Convocar, presidir y fijar el orden del día de las reuniones del 

Consejo de Ministros. 
 Refrendar, en su caso, los actos del Rey y someterle, para su 

sanción, las leyes y demás normas con rango de ley. 
 Interponer el recurso de inconstitucionalidad. 
 Crear, modificar y suprimir, por Real Decreto, los Departamentos 

Ministeriales, así como las Secretarías de Estado. Asimismo, le 
corresponde la aprobación de la estructura orgánica de la 
Presidencia del Gobierno. 

 Proponer al Rey el nombramiento y separación de los 
Vicepresidentes y de los Ministros. 

 Resolver los conflictos de atribuciones que puedan surgir entre los 
diferentes Ministerios. 

 Impartir instrucciones a los demás miembros del Gobierno. 
 Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución y las 

leyes. 
 

2.1.1.- NOMBRAMIENTO. 
 

La Constitución regula dos supuestos diferentes de nombramiento del Presidente del 
Gobierno, un trámite ordinario y un trámite extraordinario para el caso de que prospere una moción de 
censura. 

 
TRÁMITE ORDINARIO. 

 
Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás 

supuestos constitucionales en que así proceda, el Rey, previa consulta con los representantes 
designados por los Grupos políticos con representación parlamentaria, y a través del Presidente del 
Congreso, propondrá un candidato a la Presidencia del Gobierno. 

 
El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante 

el Congreso de los Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la 
confianza de la Cámara. 

 
Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, 

otorgare su confianza a dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha 
mayoría, se someterá la misma propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la 
anterior, y la confianza se entenderá otorgada si obtuviese la mayoría simple. 

 
Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, 

se tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores. 
 

Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, 
ningún candidato hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y 
convocará nuevas elecciones con el refrendo del Presidente del Congreso. 
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TRÁMITE EXTRAORDINARIO.  

 
Se produce como consecuencia de la adopción por mayoría absoluta del Congreso 

de los Diputados de una moción de censura, en cuyo caso el candidato alternativo a Presidente del 
Gobierno es nombrado Presidente. 

 
La moción de censura deberá haber sido propuesta por al menos la décima parte de 

los Diputados, y no podrá votarse hasta cinco días después de su presentación. 
 

En caso de no prosperar la moción de censura, los firmantes de la misma no podrán 
presentar otra durante el mismo periodo de sesiones. 

 
En caso de ser adoptada la moción de censura por mayoría absoluta, el Gobierno ha 

de presentar su dimisión al Rey, y el candidato propuesto en la moción se entenderá investido y será 
nombrado por el Rey. 
 

2.1.2.- RESPONSABILIDAD. 
 

Además de la responsabilidad política del Presidente y los demás miembros del 
gobierno, que se exigirá por el Congreso de los Diputados, la Constitución regula los supuestos en 
que el Presidente del Gobierno cometo un acto delictivo y deba responder criminalmente, 
regulándose en la Ley Orgánica del Poder Judicial la responsabilidad civil del Presidente del 
Gobierno. 
 

RESPONSABILIDAD CRIMINAL. 
 

La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno será 
exigible, en su caso, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 

 
Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado 

en el ejercicio de sus funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los 
miembros del Congreso, y con la aprobación de la mayoría absoluta del mismo. 

 
La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de estos supuestos. 

 
RESPONSABILIDAD CIVIL. 

 
La responsabilidad civil del Presidente del gobierno, por daños causados en el 

ejercicio de su cargo, se exigirá ante la Sala de lo civil del Tribunal Supremo. 
 

2.1.3.- INCOMPATIBILIDADES. 
 

El Presidente del Gobierno no podrá: 
 

 Ejercer otras funciones representativas que las propias del mandato 
parlamentario. 

 Ejercer cualquier otra función pública que no derive de su cargo. 
 Ejercer actividad profesional o mercantil alguna. 

 

2.1.4.- PÉRDIDA DE LA CONDICIÓN DE 
PRESIDENTE DEL GOBIERNO. 
 

La condición de Presidente del Gobierno se pierde por las siguientes causas: 
 

 Por dimisión voluntaria. 
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 Por aprobación por mayoría absoluta del Congreso de una moción 
censura. 

 Por pérdida por mayoría simple del Congreso de una cuestión de 
confianza. 

 Como consecuencia de la celebración de elecciones generales y 
renovación del Congreso. 

 Por fallecimiento. 
 Por enfermedad sobrevenida, previo acuerdo de las Cortes. 
 

2.2.- LOS VICEPRESIDENTES DEL 
GOBIERNO. 
 

El cargo de Vicepresidente del Gobierno no ha de existir necesariamente, sino que 
será el Presidente del Gobierno quien decida si existen o no vicepresidentes, y en qué número. 
 
  La figura del Vicepresidente se encuentra regulada en la Ley 50/97, de 27 de 
noviembre, del Gobierno. 
 

Cuando existan vicepresidentes, éstos ostentarán la condición de miembros del 
Gobierno, por lo que, al igual que los demás miembros del mismo, serán nombrados y separados por 
el Rey, a propuesta del Presidente del Gobierno. 
 

Al Vicepresidente o Vicepresidentes, cuando existan, les corresponderá el ejercicio de 
las funciones que les encomiende el Presidente. 

 
El Vicepresidente que asuma la titularidad de un Departamento Ministerial, ostentará, 

además, la condición de Ministro. 
 

2.3.- LOS MINISTROS. 
 
Los Ministros, como titulares de sus Departamentos, tienen competencia y 

responsabilidad en la esfera específica de su actuación, y les corresponde el ejercicio de las 
siguientes funciones: 
 

a) Desarrollar la acción del Gobierno en el ámbito de su Departamento, de 
conformidad con los acuerdos adoptados en Consejo de Ministros o con las 
directrices del Presidente del Gobierno. 

b) Ejercer la potestad reglamentaria en las materias propias de su 
Departamento. 

c) Ejercer cuantas otras competencias les atribuyan las leyes, las normas de 
organización y funcionamiento del Gobierno y cualesquiera otras 
disposiciones. 

d) Refrendar, en su caso, los actos del Rey en materia de su competencia. 
 
Además de los Ministros titulares de un Departamento, podrán existir Ministros sin 

cartera, a los que se les atribuirá la responsabilidad de determinadas funciones gubernamentales. En 
caso de que existan Ministros sin cartera, por Real Decreto se determinará el ámbito de sus 
competencias, la estructura administrativa, así como los medios materiales y personales que queden 
adscritos al mismo. 

 

2.4.- EL CONSEJO DE MINISTROS. 
 

El Consejo de Ministros se encuentra regulado en la ley 50/97, del Gobierno, aunque 
es citado en la Constitución (p. ej. en el artículo 116, que regula los estados de alarma, excepción y 
sitio), por lo que se trata de un órgano que tiene naturaleza constitucional. 
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Se compone de del Presidente del Gobierno, del o los Vicepresidentes, en su caso y 
de los ministros. 

 
Al Consejo de Ministros, como órgano colegiado del Gobierno, le corresponde el 

ejercicio de las siguientes funciones: 
 

a) Aprobar los proyectos de ley y su remisión al Congreso de los Diputados o, 
en su caso, al Senado. 

b) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado. 
c) Aprobar los Reales Decretos-leyes y los Reales Decretos Legislativos. 
d) Acordar la negociación y firma de Tratados internacionales, así como su 

aplicación provisional. 
e) Remitir los Tratados internacionales a las Cortes Generales en los términos 

previstos en los artículos 94 y 96.2 de la Constitución. 
f) Declarar los estados de alarma y de excepción y proponer al Congreso de 

los Diputados la declaración del estado de sitio. 
g) Disponer la emisión de Deuda Pública o contraer crédito, cuando haya sido 

autorizado por una Ley. 
h) Aprobar los reglamentos para el desarrollo y la ejecución de las leyes, 

previo dictamen del Consejo de Estado, así como las demás disposiciones 
reglamentarias que procedan. 

i) Crear, modificar y suprimir los órganos directivos de los Departamentos 
Ministeriales. 

j) Adoptar programas, planes y directrices vinculantes para todos los órganos 
de la Administración General del Estado. 

k) Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución, las leyes y 
cualquier otra disposición. 

 
A las reuniones del Consejo de Ministros podrán asistir los Secretarios de Estado y 

excepcionalmente otros altos cargos, cuando sean convocados para ello. 
 
A partir del 3 de abril de 2025, el párrafo anterior quedará así: 

 
A las reuniones del Consejo de Ministros podrán asistir los Secretarios de Estado y 

excepcionalmente otros altos cargos, cuando sean convocados para ello, sin perjuicio de lo dispuesto en los 

Tratados Internacionales válidamente celebrados por España.  

 
Las deliberaciones del Consejo de Ministros serán secretas. 

 

2.5.- LAS COMISIONES DELEGADAS DEL 
GOBIERNO. 

 
La creación, modificación y supresión de las Comisiones Delegadas del Gobierno 

será acordada por el Consejo de Ministros mediante Real Decreto, a propuesta del Presidente del 
Gobierno. 

 
El Real Decreto de creación de una Comisión Delegada deberá especificar, en todo 

caso: 
 

a) El miembro del Gobierno que asume la presidencia de la Comisión. 
b) Los miembros del Gobierno y, en su caso, Secretarios de Estado que la 

integran. 
c) Las funciones que se atribuyen a la Comisión. 
d) El miembro de la Comisión al que corresponde la Secretaría de la misma. 
e) El régimen interno de funcionamiento y en particular el de convocatorias y 

suplencias. 
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No obstante lo anteriormente dicho, podrán ser convocados a las reuniones de las 
Comisiones Delegadas los titulares de aquellos otros órganos superiores y directivos de la 
Administración General del Estado que se estime conveniente. 

 
Corresponde a las Comisiones Delegadas como órganos colegiados del Gobierno: 

 
 Examinar las cuestiones de carácter general que tengan relación 

con varios de los Departamentos Ministeriales que integren la 
Comisión. 

 Estudiar aquellos asuntos que, afectando a varios Ministerios, 
requieran la elaboración de una propuesta conjunta previa a su 
resolución por el Consejo de Ministros. 

 Resolver los asuntos que, afectando a más de un Ministerio, no 
requieran ser elevados al Consejo de Ministros. 

 Ejercer cualquier otra atribución que les confiera el ordenamiento 
jurídico o que les delegue el Consejo de Ministros. 

 
Las deliberaciones de las Comisiones Delegadas del Gobierno serán secretas. 

 

3.- ÓRGANOS DE COLABORACIÓN 
Y APOYO AL GOBIERNO. 

 

Secretarios de Estado. 
 
Los Secretarios de Estado son órganos superiores de la Administración General del 

Estado, directamente responsables de la ejecución de la acción del Gobierno en un sector de 
actividad específica de un Departamento o de la Presidencia del Gobierno. 

 
Actúan bajo la dirección del titular del Departamento al que pertenezcan. Cuando 

estén adscritos a la Presidencia del Gobierno, actúan bajo la dirección del Presidente. 
 
Las competencias de los Secretarios de Estado son las que se determinan en la Ley 

de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado. 
 

Comisión General de Secretarios de Estado y 
Subsecretarios. 

 
La Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios estará integrada por 

los titulares de las Secretarías de Estado y por los Subsecretarios de los distintos Departamentos 
Ministeriales. 

 
Asistirá igualmente el Abogado General del Estado y aquellos altos cargos con rango 

de Secretario de Estado o Subsecretario que sean convocados por el Presidente por razón de la 
materia de que se trate. 

 
La Presidencia de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios 

corresponde a un Vicepresidente del Gobierno o, en su defecto, al Ministro de la Presidencia. En caso 
de ausencia del Presidente de la Comisión, la presidencia recaerá en el Ministro que corresponda 
según el orden de precedencia de los Departamentos ministeriales. No se entenderá por ausencia la 
interrupción transitoria en la asistencia a la reunión de la Comisión. En ese caso, las funciones que 
pudieran corresponder al Presidente serán ejercidas por la siguiente autoridad en rango presente, de 
conformidad con el orden de precedencia de los distintos Departamentos ministeriales. 

 
La Secretaría de la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios 

será ejercida por el Subsecretario de la Presidencia. En caso de ausencia, vacante o enfermedad, 
actuará como Secretario el Director del Secretariado del Gobierno. 
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Las deliberaciones de la Comisión General de Secretarios de Estado y 

Subsecretarios serán reservadas. En ningún caso la Comisión podrá adoptar decisiones o acuerdos 
por delegación del Gobierno. 

 
Corresponde a la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios: 

 
a) El examen de todos los asuntos que vayan a someterse a aprobación del 

Consejo de Ministros, excepto los nombramientos, ceses, ascensos a 
cualquiera de los empleos de la categoría de oficiales generales y aquéllos 
que, excepcionalmente y por razones de urgencia, deban ser sometidos 
directamente al Consejo de Ministros. 

b) El análisis o discusión de aquellos asuntos que, sin ser competencia del 
Consejo de Ministros o sus Comisiones Delegadas, afecten a varios 
Ministerios y sean sometidos a la Comisión por su presidente. 

 
La Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios podrá celebrar 

sesiones, deliberar y aprobar actas a distancia por medios electrónicos, siempre que los miembros 
participantes se encuentren en territorio español y quede acreditada su identidad. Asimismo, se 
deberá asegurar la comunicación entre ellos en tiempo real durante la sesión, disponiéndose los 
medios necesarios para garantizar el carácter secreto o reservado de sus deliberaciones. 

 

Secretariado del Gobierno. 
 
El Secretariado del Gobierno, como órgano de apoyo del Consejo de Ministros, de las 

Comisiones Delegadas del Gobierno y de la Comisión General de Secretarios de Estado y 
Subsecretarios, ejercerá las siguientes funciones: 
 

a) La asistencia al Ministro-Secretario del Consejo de Ministros. 
b) La remisión de las convocatorias a los diferentes miembros de los 

órganos colegiados anteriormente enumerados. 
c) La colaboración con las Secretarías Técnicas de las Comisiones 

Delegadas del Gobierno. 
d) El archivo y custodia de las convocatorias, órdenes del día y actas de las 

reuniones. 
e) Velar por el cumplimiento de los principios de buena regulación 

aplicables a las iniciativas normativas y contribuir a la mejora de la 
calidad técnica de las disposiciones aprobadas por el Gobierno. 

f) Velar por la correcta y fiel publicación de las disposiciones y normas 
emanadas del Gobierno que deban insertarse en el "Boletín Oficial del 
Estado". 

 
Asimismo, el Secretariado del Gobierno, como órgano de asistencia al Ministro de la 

Presidencia, ejercerá las siguientes funciones: 
 

a) Los trámites relativos a la sanción y promulgación real de las leyes 
aprobadas por las Cortes Generales y la expedición de los Reales 
Decretos. 

b) La tramitación de los actos y disposiciones del Rey cuyo refrendo 
corresponde al Presidente del Gobierno. 

c) La tramitación de los actos y disposiciones que el ordenamiento jurídico 
atribuye a la competencia del Presidente del Gobierno. 

 
El Secretariado del Gobierno se integra en la estructura orgánica del Ministerio de la 

Presidencia, tal como se prevea en el Real Decreto de estructura de ese Ministerio. El Director del 
Secretariado del Gobierno ejercerá la secretaría adjunta de la Comisión General de Secretarios de 
Estado y Subsecretarios. 

 
De conformidad con las funciones que tiene atribuidas y de acuerdo con las normas 

que rigen la elaboración de las disposiciones de carácter general, el Secretariado del Gobierno 
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propondrá al Ministro de la Presidencia la aprobación de las instrucciones que han de seguirse para 
la tramitación de asuntos ante los órganos colegiados del Gobierno y los demás previstos en el 
apartado segundo de este artículo. Las instrucciones preverán expresamente la forma de documentar 
las propuestas y acuerdos adoptados por medios electrónicos, que deberán asegurar la identidad de 
los órganos intervinientes y la fehaciencia del contenido. 

 

Gabinetes. 
 
Los Gabinetes son órganos de apoyo político y técnico del Presidente del Gobierno, 

de los Vicepresidentes, de los Ministros y de los Secretarios de Estado. Los miembros de los 
Gabinetes realizan tareas de confianza y asesoramiento especial sin que en ningún caso puedan 
adoptar actos o resoluciones que correspondan legalmente a los órganos de la Administración 
General del Estado o de las organizaciones adscritas a ella, sin perjuicio de su asistencia o 
pertenencia a órganos colegiados que adopten decisiones administrativas. Asimismo, los directores 
de los gabinetes podrán dictar los actos administrativos propios de la jefatura de la unidad que 
dirigen. 

 
Particularmente, los Gabinetes prestan su apoyo a los miembros del Gobierno y 

Secretarios de Estado en el desarrollo de su labor política, en el cumplimiento de las tareas de 
carácter parlamentario y en sus relaciones con las instituciones y la organización administrativa. 

 
El Gabinete de la Presidencia del Gobierno se regulará por Real Decreto del 

Presidente en el que se determinará, entre otros aspectos, su estructura y funciones. El resto de 
Gabinetes se regulará por lo dispuesto en esta Ley. 

 
Los Directores de Gabinete tendrán el nivel orgánico que se determine 

reglamentariamente. El resto de miembros del Gabinete tendrán la situación y grado administrativo 
que les corresponda en virtud de la legislación correspondiente. 

 
Las retribuciones de los miembros de los Gabinetes se determinan por el Consejo de 

Ministros dentro de las consignaciones presupuestarias establecidas al efecto adecuándose, en todo 
caso, a las retribuciones de la Administración General del Estado. 

 

4.- DESIGNACIÓN, CAUSAS Y CESE 
Y RESPONSABILIDAD DEL GOBIERNO. 

 

Comenzaremos por el Título IV de la Constitución 
Española, comprensivo de los artículos 97 a 107 de la 
Constitución. 

 
El Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la 

defensa del Estado. Ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la 
Constitución y las leyes. 

 
El Gobierno se compone del Presidente, de los Vicepresidentes, en su caso, de 

los Ministros y de los demás miembros que establezca la ley. 
 
El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás 

miembros del mismo, sin perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de éstos en su 
gestión. 

 
Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las 

propias del mandato parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni 
actividad profesional o mercantil alguna. 

 
La ley regulará el estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno. 
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ELECCIÓN DEL PRESIDENTE DEL GOBIERNO. 
 
Después de cada renovación del Congreso de los Diputados, y en los demás 

supuestos constitucionales en que así proceda, el Rey, previa consulta con los representantes 
designados por los grupos políticos con representación parlamentaria, y a través del Presidente del 
Congreso, propondrá un candidato a la Presidencia del Gobierno. 

 
El candidato propuesto conforme a lo previsto en el apartado anterior expondrá ante 

el Congreso de los Diputados el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la 
confianza de la Cámara. 

 
Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, 

otorgare su confianza a dicho candidato, el Rey le nombrará Presidente. De no alcanzarse dicha 
mayoría, se someterá la misma propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la 
anterior, y la confianza se entenderá otorgada si obtuviere la mayoría simple. 

 
Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, 

se tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores. 
 
Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura, 

ningún candidato hubiere obtenido la confianza del Congreso, el Rey disolverá ambas Cámaras y 
convocará nuevas elecciones con el refrendo del Presidente del Congreso. 

 
ELECCIÓN DE LOS DEMÁS MIEMBROS DEL GOBIERNO. 
 
Los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el Rey, a 

propuesta de su Presidente. 
 
CESE DEL GOBIERNO. 
 
El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de 

pérdida de la confianza parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de 
su Presidente. 

 
El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo 

Gobierno. 
 
RESPONSABILIDAD DEL GOBIERNO. 
 
La responsabilidad criminal del Presidente y los demás miembros del Gobierno 

será exigible, en su caso, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 
 
Si la acusación fuere por traición o por cualquier delito contra la seguridad del Estado 

en el ejercicio de sus funciones, sólo podrá ser planteada por iniciativa de la cuarta parte de los 
miembros del Congreso, y con la aprobación de la mayoría absoluta del mismo. 

 
La prerrogativa real de gracia no será aplicable a ninguno de los supuestos del 

presente artículo. 
 
Por su parte, el artículo 108 de la Constitución nos hablará de la responsabilidad 

política del gobierno, y nos dirá que el Gobierno responde de su gestión política de forma 
solidaria ante el Congreso de los Diputados. 

 
OTRAS CUESTIONES. 
 
La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de 

acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, 
con sometimiento pleno a la ley y al Derecho. 
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Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de 
acuerdo con la ley. 

 
La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública 

de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a 
sindicación, el sistema de incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de 
sus funciones. 

 
Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán 

como misión proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad 
ciudadana. 

 
Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y 

estatutos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 
 
La ley regulará: 

 
a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las 

organizaciones y asociaciones reconocidas por la ley, en el procedimiento de 
elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten. 

b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo 
en lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los 
delitos y la intimidad de las personas. 

c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, 
garantizando, cuando proceda, la audiencia del interesado. 

 
Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación 

administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican. 
 
Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser 

indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos 
de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios 
públicos. 

 
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. Una ley 

orgánica regulará su composición y competencia. 
 

Por otro lado, la Ley del Gobierno, en su Título II nos 
dice que:  

 

ESTATUTO DE LOS MIEMBROS DEL GOBIERNO, DE 
LOS SECRETARIOS DE ESTADO Y DE LOS DIRECTORES DE LOS 
GABINETES. 

 
MIEMBROS DEL GOBIERNO. 
 
Para ser miembro del Gobierno se requiere ser español, mayor de edad, disfrutar de 

los derechos de sufragio activo y pasivo, así como no estar inhabilitado para ejercer empleo o cargo 
público por sentencia judicial firme y reunir el resto de requisitos de idoneidad previstos en la Ley 
3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del 
Estado. 

 
El nombramiento y cese del Presidente del Gobierno se producirá en los términos 

previstos en la Constitución. 
 
Los Vicepresidentes y Ministros serán nombrados y separados por el Rey, a 

propuesta del Presidente del Gobierno. El nombramiento conllevará el cese en el puesto que, en su 
caso, se estuviera desempeñando, salvo cuando en el caso de los Vicepresidentes, se designe como 
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tal a un Ministro que conserve la titularidad del Departamento. Cuando el cese en el anterior cargo 
correspondiera al Consejo de Ministros, se dejará constancia de esta circunstancia en el 
nombramiento del nuevo titular. La separación de los Ministros sin cartera llevará aparejada la 
extinción de dichos órganos. 

 
En el nombramiento de las personas titulares de las Vicepresidencias y los 

Ministerios se garantizará el principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres, de forma que 
cada uno de los sexos suponga como mínimo el cuarenta por ciento en su conjunto. 

 
La separación de los Vicepresidentes del Gobierno llevará aparejada la extinción de 

dichos órganos, salvo el caso en que simultáneamente se designe otro vicepresidente en sustitución 
del separado. 

 
Por Real Decreto se regulará el estatuto que fuera aplicable a los Presidentes del 

Gobierno tras su cese. 
 
En los casos de vacante, ausencia o enfermedad, las funciones del Presidente del 

Gobierno serán asumidas por los Vicepresidentes, de acuerdo con el correspondiente orden de 
prelación, y, en defecto de ellos, por los Ministros, según el orden de precedencia de los 
Departamentos. 

 
La suplencia de los Ministros, para el despacho ordinario de los asuntos de su 

competencia, será determinada por Real Decreto del Presidente del Gobierno, debiendo recaer, en 
todo caso, en otro miembro del Gobierno. El Real Decreto expresará entre otras cuestiones la causa 
y el carácter de la suplencia. 

 
No se entenderá por ausencia la interrupción transitoria de la asistencia a la reunión 

de un órgano colegiado. En tales casos, las funciones que pudieran corresponder al miembro del 
gobierno durante esa situación serán ejercidas por la siguiente autoridad en rango presente. 

 
Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las 

propias del mandato parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su cargo, ni 
actividad profesional o mercantil alguna. 

 
Será de aplicación, asimismo, a los miembros del Gobierno el régimen de 

incompatibilidades de los altos cargos de la Administración General del Estado. 
 
SECRETARIOS DE ESTADO. 
 
Los Secretarios de Estado son nombrados y separados por Real Decreto del Consejo 

de Ministros, aprobado a propuesta del Presidente del Gobierno o del miembro del Gobierno a cuyo 
Departamento pertenezcan. 

 
La suplencia de los Secretarios de Estado del mismo Departamento se determinará 

según el orden de precedencia que se derive del Real Decreto de estructura orgánica del Ministerio. 
 
Los Secretarios de Estado dependientes directamente de la Presidencia del Gobierno 

serán suplidos por quien designe el Presidente. 
 
Es de aplicación a los Secretarios de Estado el régimen de incompatibilidades 

previsto para los altos cargos de la Administración General del Estado. 
 
DIRECTORES DE LOS GABINETES DE PRESIDENTE, 

VICEPRESIDENTES, MINISTROS Y SECRETARIOS DE ESTADO. 
 
Los Directores de los Gabinetes del Presidente, de los Vicepresidentes y de los 

Ministros serán nombrados y separados por Real Decreto aprobado en Consejo de Ministros. 
 
Los Directores de Gabinete de los Secretarios de Estado serán nombrados por Orden 

Ministerial, previo conocimiento del Consejo de Ministros. 
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Los Directores de los Gabinetes cesarán automática cuando cese el titular del cargo 

del que dependen. En el supuesto del Gobierno en funciones continuarán hasta la formación del 
nuevo Gobierno. 

 
Los funcionarios que se incorporen a los Gabinetes a que se refiere este artículo 

pasarán a la situación de servicios especiales, salvo que opten por permanecer en la situación de 
servicio activo en su Administración de origen. 

 
Del mismo modo, el personal no funcionario que se incorpore a estos Gabinetes 

tendrá derecho a la reserva del puesto y antigüedad, conforme a lo dispuesto en su legislación 
específica. 

 

La Ley del Gobierno, en su Título III nos dice que:  
 

NORMAS DE FUNCIONAMIENTO DEL GOBIERNO Y 
DELEGACIÓN DE COMPETENCIAS.  

 
El Gobierno se rige, en su organización y funcionamiento, por la presente Ley y por: 

 
a) Los Reales Decretos del Presidente del Gobierno sobre la composición y 

organización del Gobierno, así como de sus órganos de colaboración y 
apoyo. 

b) Las disposiciones organizativas internas, de funcionamiento y actuación 
emanadas del Presidente del Gobierno o del Consejo de Ministros. 

 
El Presidente del Gobierno convoca y preside las reuniones del Consejo de Ministros, 

actuando como Secretario el Ministro de la Presidencia. 
 
Las reuniones del Consejo de Ministros podrán tener carácter decisorio o deliberante. 
 
El orden del día de las reuniones del Consejo de Ministros se fijará por el Presidente 

del Gobierno. 
 
De las sesiones del Consejo de Ministros se levantará acta en la que figurarán, 

exclusivamente, las circunstancias relativas al tiempo y lugar de su celebración, la relación de 
asistentes, los acuerdos adoptados y los informes presentados. 

 
A las Comisiones Delegadas del Gobierno y a la Comisión General de Secretarios de 

Estado y Subsecretarios les será de aplicación lo dispuesto en el artículo 18 de la presente Ley en 
relación con las actas de dichos órganos colegiados. 

 
Pueden delegar el ejercicio de competencias propias: 

 
a) El Presidente del Gobierno en favor del Vicepresidente o Vicepresidentes y 

de los Ministros. 
b) Los Ministros en favor de los Secretarios de Estado y de los Subsecretarios 

dependientes de ellos, de los Delegados del Gobierno en las Comunidades 
Autónomas y de los demás órganos directivos del Ministerio. 

 
Asimismo, son delegables a propuesta del Presidente del Gobierno las funciones 

administrativas del Consejo de Ministros en las Comisiones Delegadas del Gobierno. 
 
No son en ningún caso delegables las siguientes competencias: 

 
a) Las atribuidas directamente por la Constitución. 
b) Las relativas al nombramiento y separación de los altos cargos atribuidas al 

Consejo de Ministros. 
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c) Las atribuidas a los órganos colegiados del Gobierno, con la excepción 
prevista en el apartado 2 del artículo 20.  

d) Las atribuidas por una ley que prohíba expresamente la delegación. 
 
El Consejo de Ministros podrá avocar para sí, a propuesta del Presidente del 

Gobierno, el conocimiento de un asunto cuya decisión corresponda a las Comisiones Delegadas del 
Gobierno. 

 
La avocación se realizará mediante acuerdo motivado al efecto, del que se hará 

mención expresa en la decisión que se adopte en el ejercicio de la avocación. Contra el acuerdo de 
avocación no cabrá recurso, aunque podrá impugnarse en el que, en su caso, se interponga contra la 
decisión adoptada. 

 

La Ley del Gobierno, en su Título IV nos dice:  
 

GOBIERNO EN FUNCIONES. 
 
El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de 

pérdida de confianza parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su 
Presidente. 

 
El Gobierno cesante continúa en funciones hasta la toma de posesión del nuevo 

Gobierno, con las limitaciones establecidas en la Ley. 
 
El Gobierno en funciones facilitará el normal desarrollo del proceso de formación del 

nuevo Gobierno y el traspaso de poderes al mismo y limitará su gestión al despacho ordinario de los 
asuntos públicos, absteniéndose de adoptar, salvo casos de urgencia debidamente acreditados o por 
razones de interés general cuya acreditación expresa así lo justifique, cualesquiera otras medidas. 

 
El Presidente del Gobierno en funciones no podrá ejercer las siguientes facultades: 

 
a) Proponer al Rey la disolución de alguna de las Cámaras, o de las Cortes 

Generales. 
b) Plantear la cuestión de confianza. 
c) Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo. 

 
El Gobierno en funciones no podrá ejercer las siguientes facultades: 

 
a) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado. 
b) Presentar proyectos de ley al Congreso de los Diputados o, en su caso, al 

Senado. 
 
Las delegaciones legislativas otorgadas por las Cortes Generales quedarán en 

suspenso durante todo el tiempo que el Gobierno esté en funciones como consecuencia de la 
celebración de elecciones generales. 

 

REUNIONES A DISTANCIA.  
 
La Disposición Adicional Tercera de la Ley del Gobierno nos dice que, en situaciones 

excepcionales, y cuando la naturaleza de la crisis lo exija, el Presidente del Gobierno podrá decidir 
motivadamente que el Consejo de Ministros y las Comisiones Delegadas del Gobierno puedan 
celebrar sesiones, adoptar acuerdos y aprobar actas a distancia por medios electrónicos, siempre que 
los miembros participantes se encuentren en territorio español y quede acreditada su identidad. 

 
Asimismo, se deberá asegurar la comunicación entre ellos en tiempo real durante la 

sesión, disponiéndose los medios necesarios para garantizar el carácter secreto o reservado de sus 
deliberaciones. 
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A estos efectos, se consideran medios electrónicos válidos las audioconferencias y 
videoconferencias. 

 

5.- RELACIONES ENTRE EL 
GOBIERNO Y LAS CORTES GENERALES.  

 

Por su parte, el Título V de la Constitución Española, 
comprensivo de los artículos 108 a 116 de la Constitución 
establece lo siguiente al respecto de las relaciones entre el 
Gobierno y las Cortes Generales: 

 
El Gobierno responde solidariamente en su gestión política ante el Congreso de los 

Diputados. 
 
Las Cámaras y sus Comisiones podrán recabar, a través de los Presidentes de 

aquéllas, la información y ayuda que precisen del Gobierno y de sus Departamentos y de 
cualesquiera autoridades del Estado y de las Comunidades Autónomas. 

 
Las Cámaras y sus Comisiones pueden reclamar la presencia de los miembros del 

Gobierno. 
 
Los miembros del Gobierno tienen acceso a las sesiones de las Cámaras y a sus 

Comisiones y la facultad de hacerse oír en ellas, y podrán solicitar que informen ante las mismas 
funcionarios de sus Departamentos. 

 
El Gobierno y cada uno de sus miembros están sometidos a las interpelaciones y 

preguntas que se le formulen en las Cámaras. Para esta clase de debate los Reglamentos 
establecerán un tiempo mínimo semanal. 

 
Toda interpelación podrá dar lugar a una moción en la que la Cámara manifieste su 

posición. 
 
El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, puede 

plantear ante el Congreso de los Diputados la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una 
declaración de política general. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma 
la mayoría simple de los Diputados. 

 
El Congreso de los Diputados puede exigir la responsabilidad política del Gobierno 

mediante la adopción por mayoría absoluta de la moción de censura. 
 
La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los 

Diputados, y habrá de incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno. 
 
La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su 

presentación. En los dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas. 
 
Si la moción de censura no fuere aprobada por el Congreso, sus signatarios no 

podrán presentar otra durante el mismo período de sesiones. 
 
Si el Congreso niega su confianza al Gobierno, éste presentará su dimisión al Rey, 

procediéndose a continuación a la designación de Presidente del Gobierno, según lo dispuesto en el 
artículo 99. 

 
Si el Congreso adopta una moción de censura, el Gobierno presentará su dimisión al 

Rey y el candidato incluido en aquélla se entenderá investido de la confianza de la Cámara a los 
efectos previstos en el artículo 99. El Rey le nombrará Presidente del Gobierno. 
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El Presidente del Gobierno, previa deliberación del Consejo de Ministros, y bajo su 

exclusiva responsabilidad, podrá proponer la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes 
Generales, que será decretada por el Rey. El decreto de disolución fijará la fecha de las elecciones. 

 
La propuesta de disolución no podrá presentarse cuando esté en trámite una moción 

de censura. 
 
No procederá nueva disolución antes de que transcurra un año desde la anterior, 

salvo lo dispuesto en el artículo 99, apartado 5. 
 
Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las 

competencias y limitaciones correspondientes. 
 
El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en 

Consejo de Ministros por un plazo máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los 
Diputados, reunido inmediatamente al efecto y sin cuya autorización no podrá ser prorrogado dicho 
plazo. El decreto determinará el ámbito territorial a que se extienden los efectos de la declaración. 

 
El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado 

en Consejo de Ministros, previa autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y 
proclamación del estado de excepción deberá determinar expresamente los efectos del mismo, el 
ámbito territorial a que se extiende y su duración, que no podrá exceder de treinta días, prorrogables 
por otro plazo igual, con los mismos requisitos. 

 
El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los 

Diputados, a propuesta exclusiva del Gobierno. El Congreso determinará su ámbito territorial, 
duración y condiciones. 

 
No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos 

de los estados comprendidos en el presente artículo, quedando automáticamente convocadas las 
Cámaras si no estuvieren en período de sesiones. Su funcionamiento, así como el de los demás 
poderes constitucionales del Estado, no podrán interrumpirse durante la vigencia de estos estados. 

 
Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se produjere alguna de las 

situaciones que dan lugar a cualquiera de dichos estados, las competencias del Congreso serán 
asumidas por su Diputación Permanente. 

 
La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán el 

principio de responsabilidad del Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución y en las 
leyes. 

 

6.- EL CONSEJO DE ESTADO.  
 
El artículo 107 de la Constitución dice que el Consejo de Estado es el supremo 

órgano consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su composición y competencia. 
 
La Ley Orgánica en cuestión es la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del 

Consejo de Estado. Veremos a continuación su contenido.  
 
El Consejo de Estado es el supremo órgano consultivo del Gobierno. 
 
Ejerce la función consultiva con autonomía orgánica y funcional para garantizar su 

objetividad e independencia de acuerdo con la Constitución y las Leyes. 
 
Tiene su sede en el Palacio de los Consejos de Madrid y goza de los honores que 

según la tradición le corresponden. 
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En el ejercicio de sus funciones, el Consejo de Estado velará por la observancia de la 
Constitución y del resto del ordenamiento jurídico. Valorará los aspectos de oportunidad y 
conveniencia cuando lo exijan la índole del asunto o lo solicite expresamente la autoridad consultante, 
así como la mayor eficacia de la Administración en el cumplimiento de sus fines. 

 
El Consejo de Estado emitirá dictamen sobre cuantos asuntos sometan a su consulta 

el Gobierno o sus miembros. 
 
La consulta al Consejo será preceptiva cuando en esta o en otras leyes así se 

establezca, y facultativa en los demás casos. Los dictámenes del Consejo no serán vinculantes, salvo 
que la ley disponga lo contrario. 

 
Los asuntos en que hubiera dictaminado el Pleno del Consejo de Estado no podrán 

remitirse a informe de ningún otro cuerpo u órgano de la Administración del Estado. En los que 
hubiera dictaminado la Comisión Permanente, solo podrá informar el Consejo de Estado en Pleno. 

 
Corresponderá en todo caso al Consejo de Ministros resolver en aquellos asuntos en 

que, siendo preceptiva la consulta al Consejo de Estado, el Ministro consultante disienta del parecer 
del Consejo. 

 
Las disposiciones y resoluciones sobre asuntos informados por el Consejo 

expresarán si se acuerdan conforme con el dictamen del Consejo de Estado o se apartan de él. En el 
primer caso, se usará la fórmula ''de acuerdo con el Consejo de Estado''; en el segundo, la de ''oído el 
Consejo de Estado". 

 
El Consejo de Estado realizará por sí o bajo su dirección los estudios, informes o 

memorias que el Gobierno le solicite y elaborará las propuestas legislativas o de reforma 
constitucional que el Gobierno le encomiende. Podrá llevar a cabo igualmente los estudios, informes 
o memorias que juzgue oportuno para el mejor desempeño de sus funciones. 

 
En la elaboración de las propuestas legislativas o de reforma constitucional atenderá 

los objetivos, criterios y límites de la reforma constitucional señalados por el Gobierno, y podrá hacer 
también las observaciones que estime pertinentes acerca de ellos. 

 

COMPOSICIÓN. 
 
El Consejo de Estado actúa en Pleno, en Comisión Permanente o en Comisión de 

Estudios. 
 
También podrá actuar en secciones con arreglo a lo que dispongan su Reglamento 

orgánico. 
 
Integran el Consejo de Estado en Pleno: 
 

a) El Presidente. 
b) Los Consejeros permanentes. 
c) Los Consejeros natos. 
d) Los Consejeros electivos. 
e) El Secretario general. 

 
El Presidente y los demás Miembros del Gobierno podrán asistir a las sesiones del 

Consejo en Pleno e informar en él cuando lo consideren conveniente. 
 
Componen la Comisión Permanente el Presidente, los Consejeros permanentes y el 

Secretario general. 
 
La Comisión de Estudios estará presidida por el Presidente del Consejo de Estado 

e integrada por dos Consejeros permanentes, dos natos y dos electivos, designados por el Pleno a 
propuesta del Presidente, así como por el Secretario General. La designación será por el plazo que 
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fije el reglamento orgánico, sin perjuicio de su posible renovación. Otro u otros Consejeros podrán ser 
incorporados por el mismo procedimiento para tareas concretas y de acuerdo con dicho reglamento. 

 
La Comisión estará asistida por al menos un Letrado Mayor y por los Letrados que se 

consideren necesarios en función de las tareas encomendadas. 
 
Cuando la índole de los trabajos a realizar lo requiera, podrá recabarse igualmente la 

asistencia a la Comisión de Estudios de funcionarios de otros cuerpos de la Administración en los 
términos previstos en el reglamento orgánico del Consejo de Estado y, en defecto de este, en los 
términos que la propia Comisión determine a propuesta de su Presidente. 

 
El Presidente del Consejo de Estado será nombrado libremente por Real Decreto 

acordado en Consejo de Ministros y refrendado por su Presidente entre juristas de reconocido 
prestigio y experiencia en asuntos de Estado. 

 
En las vacantes, ausencias y enfermedades del Presidente le sustituirá el Consejero 

permanente a quien corresponda según el orden de las Secciones. 
 
Los Consejeros Permanentes, en numero igual al de las Secciones del Consejo, 

son nombrados, sin límite de tiempo, por Real Decreto entre personas que están o hayan estado 
comprendidas en alguna de las categorías siguientes: 

 
1) Ministro. 
2) Presidente o miembro de los Consejos Ejecutivos de las Comunidades 

Autónomas. 
3) Consejero de Estado. 
4) Miembros de los Consejos consultivos u órganos equivalentes de las 

Comunidades Autónomas. 
5) Letrado Mayor del Consejo de Estado. 
6) Académico de número de las Reales Academias integradas en el Instituto de 

España. 
7) Profesor numerario de disciplinas jurídicas, económicas o sociales en 

Facultad Universitaria, con quince años de ejercicio. 
8) Oficial general de los Cuerpos Jurídicos de las Fuerzas Armadas. 
9) Funcionarios del Estado con quince años de servicios al menos en Cuerpos o 

Escalas para cuyo ingreso se exija título universitario. 
10) Ex Gobernadores del Banco de España. 

 
En el nombramiento de los Consejeros Permanentes se garantizará el principio de 

presencia equilibrada de mujeres y hombres de forma que cada uno de los sexos suponga como 
mínimo el cuarenta por ciento de aquéllos. 

 
Quienes hayan desempeñado el cargo de Presidente del Gobierno adquirirán la 

condición de Consejeros natos de Estado con carácter vitalicio, y en cualquier momento podrán 
manifestar al Presidente del Consejo de Estado su voluntad de incorporarse a él. 

 
Además de formar parte del Pleno del Consejo de Estado, podrán desempeñar las 

funciones y cometidos que se prevean en el reglamento orgánico, el cual incluirá las disposiciones 
pertinentes respecto de su eventual cese, renuncia o suspensión en el ejercicio efectivo del cargo de 
Consejero nato. 

 
Su estatuto personal y económico será el de los Consejeros permanentes, sin 

perjuicio del que les corresponda como ex Presidentes del Gobierno. 
 
Serán Consejeros natos de Estado: 
 

a) El Director de la Real Academia Española y los Presidentes de las 
Reales Academias de Ciencias Morales y Políticas y de 
Jurisprudencia y Legislación. 

b) El Presidente del Consejo Económico y Social. 
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c) El Fiscal General del Estado. 
d) El Jefe del Estado Mayor de la Defensa. 
e) El Presidente del Consejo General de la Abogacía. 
f) El Presidente de la Comisión General de Codificación o el Presidente 

de su Sección Primera si aquel fuera Ministro del Gobierno. 
g) El Abogado General del Estado-Director del Servicio Jurídico del 

Estado. 
h) El Director del Centro de Estudios Políticos y Constitucionales. 
i) El Gobernador del Banco de España 

 
Los Consejeros electivos de Estado, en número de diez, serán nombrados por 

Real Decreto, por un período de cuatro años, entre quienes hayan desempeñado cualquiera de los 
siguientes cargos: 

 
a) Diputado o Senador de las Cortes Generales. 
b) Magistrado del Tribunal Constitucional, Juez o Abogado General del 

Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 
c) Defensor del Pueblo. 
d) Presidente o Vocal del Consejo General del Poder Judicial. 
e) Ministro o Secretario de Estado. 
f) Presidente del Tribunal de Cuentas. 
g) Jefe del Estado Mayor de la Defensa. 
h) Presidente o miembro del Consejo Ejecutivo de Comunidad 

Autónoma. 
i) Embajador procedente de la carrera diplomática. 
j) Alcalde de capital de provincia, Presidente de Diputación Provincial, 

de Mancomunidad Interinsular, de Cabildo Insular o de Consejo 
Insular. 

k) Rector de Universidad. 
 
De entre los diez Consejeros electivos, dos deberán haber desempeñado el cargo de 

Presidente del Consejo Ejecutivo de Comunidad Autónoma por un período mínimo de ocho años. Su 
mandato será de ocho años. 

 
En el nombramiento de los Consejeros Electivos se garantizará el principio de 

presencia equilibrada de mujeres y hombres de forma que cada uno de los sexos suponga como 
mínimo el cuarenta por ciento de aquéllos. 

 
El Secretario general será nombrado por Real Decreto entre los Letrados Mayores, 

a propuesta de la Comisión Permanente aprobada por el Pleno. 
 
Asistirá, con voz pero sin voto, a las sesiones del Pleno, de la Comisión Permanente 

y de la Comisión de Estudios. 
 
Los Consejeros Permanentes son inamovibles en sus cargos. 
 
Los Consejeros natos conservarán su condición mientras ostenten el cargo que haya 

determinado su nombramiento. 
 
Los Consejeros permanentes, y los electivos durante el periodo de su mandato, sólo 

podrán cesar en su condición por renuncia o por causa de delito, incapacidad permanente o 
incumplimiento de su función, apreciada en Real Decreto acordado en Consejo de Ministros, previa 
audiencia del interesado e informe favorable del Consejo de Estado en Pleno. 

 
El Gobierno, previo dictamen favorable de la Comisión Permanente, podrá designar 

individualmente a los Consejeros de Estado para el desempeño de cometidos especiales y 
participación en comisiones de estudio para cuestiones de singular relevancia o interés público. 
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El Presidente y los Consejeros permanentes del Consejo de Estado tendrán las 
incompatibilidades establecidas con carácter general para los altos cargos de la Administración del 
Estado. 

 
Los cargos de Presidente y Consejero permanente serán asimismo incompatibles con 

los mandatos de Diputado, Senador o miembro de una Asamblea de Comunidad Autónoma. 
 
Sin perjuicio de las otras funciones que les encomiende la presente Ley Orgánica, 

tres Consejeros Permanentes designados para cada año por el Pleno a propuesta de la Comisión 
Permanente se integrarán en el Tribunal de Conflictos previsto en el artículo 38 de la Ley Orgánica 
6/1985, de 1 de julio. 

 
Las Secciones del Consejo serán ocho como mínimo, pudiendo ampliarse dicho 

número reglamentariamente a propuesta de la Comisión Permanente del propio Consejo de Estado, 
cuando el volumen de las consultas lo exigiere. 

 
Cada Sección del Consejo de Estado se compone de un Consejero permanente que 

la preside, de un Letrado Mayor y de los Letrados que sean necesarios según la importancia de los 
asuntos o el número de las consultas. 

 
La adscripción de cada Consejero permanente a su Sección se hará en el Real 

Decreto de nombramiento. 
 
El Presidente, oída la Comisión Permanente, podrá constituir ponencias especiales 

en los supuestos y forma que determine el Reglamento y cuando, a su juicio, así lo requiera la índole 
de las consultas. 

 
El Presidente, oída la Comisión de Estudios, podrá disponer la realización de 

estudios, informes o memorias y, a tal efecto, acordar la constitución de grupos de trabajo en los 
supuestos y forma que determine el reglamento orgánico. 

 
Los Letrados del Consejo de Estado desempeñarán las funciones de estudio, 

preparación y redacción de los proyectos de dictamen sobre los asuntos sometidos a consulta del 
Consejo, así como aquellas que, siendo adecuadas a su carácter, se determinen reglamentariamente. 

 
El Presidente del Consejo de Estado, a petición del Gobierno, podrá designar 

individualmente a un Letrado del Consejo de Estado para el desempeño de cometidos especiales y 
participación en comisiones de estudio sobre cuestiones de singular relevancia o interés público, 
siempre que resulten adecuadas a su formación. 

 
Las plazas vacantes en el Cuerpo de Letrados del Consejo de Estado se proveerán 

mediante oposición entre Licenciados universitarios en Derecho. El ascenso a Letrado Mayor se 
llevará a cabo entre Letrados por riguroso orden de antigüedad en el Cuerpo. 

 
Los Letrados del Consejo de Estado tendrán las incompatibilidades establecidas con 

carácter general para los funcionarios de la Administración Civil del Estado, salvo por lo que respecta 
a las funciones de carácter docente, que serán compatibles cuando no perjudiquen al buen servicio 
del Consejo, y siempre previa autorización del Presidente del Consejo de Estado. 

 
La selección y provisión de todos los puestos de trabajo en el Consejo de Estado se 

realizarán teniendo en especial consideración los principios de mérito y capacidad. 
 

FUNCIONAMIENTO. 
 
Las deliberaciones y acuerdos del Consejo en Pleno y los de la Comisión 

Permanente requieren la presencia del Presidente o de quien haga sus veces, la de la mitad, al 
menos, de los Consejeros que lo formen y la del Secretario general o quien lo sustituya. 

 
El Presidente y los Consejeros de Estado tendrán la obligación de inhibirse del 

conocimiento de los asuntos en cuyo despacho hubieren intervenido, o que interesen a Empresas en 
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cuya dirección, asesoramiento o administración hubieran participado ellos mismos o personas de su 
familia dentro del segundo grado civil por consanguinidad o afinidad. 

 
Los acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de votos de los asistentes. En caso 

de empate decidirá el voto de calidad del que presida. 
 
Los miembros que discrepen del dictamen o acuerdo mayoritario podrán formular 

voto particular por escrito, dentro del plazo que reglamentariamente se determine. 
 
La ponencia en los asuntos en que haya de entender el Consejo en Pleno 

corresponderá a la Comisión Permanente o a la Comisión de Estudios, atendiendo a sus respectivas 
competencias. 

 
Corresponde a las Secciones preparar el despacho de los asuntos de los que haya 

de conocer la Comisión Permanente. 
 
La distribución de asuntos entre las Secciones, según los ministerios de donde 

aquellos procedan o su naturaleza, se fijará por resolución del Presidente del Consejo de Estado, a 
propuesta de la Comisión Permanente. 

 
La Comisión de Estudios se ajustará en su actuación a lo que disponga acerca de su 

organización y funcionamiento el reglamento orgánico del Consejo de Estado. 
 
Pueden ser oídos ante el Consejo los directamente interesados en los asuntos 

sometidos a consulta. La audiencia se acordará por el Presidente, a petición de aquéllos o de oficio. 
La audiencia se concederá, en todo caso, cuando en la consulta esté directamente interesada, y así 
lo manifieste, una Comunidad Autónoma. 

 
Por conducto del órgano consultante, o directamente, pueden ser invitados a informar 

ante el Consejo, por escrito o de palabra, los Organismos o personas que tuvieran notoria 
competencia técnica en las cuestiones relacionadas con los asuntos sometidos a consulta. 

 
El Consejo, en todo caso, por conducto de su Presidente y a propuesta del Pleno 

Comisión Permanente o Sección respectiva puede solicitar del órgano consultante que se complete el 
expediente con cuantos antecedentes, informes y pruebas estime necesarios, incluso con el parecer 
de los Organismos o personas que tuviesen notoria competencia en las cuestiones relacionadas con 
los asuntos sometidos a dictamen. 

 
Cuando en la orden de remisión de los expedientes se haga constar la urgencia del 

dictamen, el plazo máximo para su despacho será de quince días, salvo que el Gobierno o su 
Presidente fijen otro inferior. 

 
Si el plazo fijado fuese inferior a diez días, la consulta será despachada por la 

Comisión Permanente, aun siendo competencia del Pleno, sin perjuicio de que el Gobierno pueda 
requerir ulteriormente el dictamen del Pleno. 

 

COMPETENCIA.  
 
El Consejo de Estado, en Pleno o en Comisión Permanente, podrá elevar al Gobierno 

las propuestas que juzgue oportunas acerca de cualquier asunto que la práctica y experiencia de sus 
funciones le sugieran. 

 
El Consejo de Estado en Pleno elevará anualmente al Gobierno una memoria en la 

que, con ocasión de exponer la actividad del Consejo en el período anterior, recogerá las 
observaciones sobre el funcionamiento de los servicios públicos que resulten de los asuntos 
consultados y las sugerencias de disposiciones generales y medidas a adoptar para el mejor 
funcionamiento de la Administración. 
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El Consejo de Estado en Pleno deberá ser consultado en los siguientes asuntos: 
 

1) Anteproyectos de reforma constitucional, cuando la propuesta no haya sido 
elaborada por el propio Consejo de Estado. 

2) Anteproyectos de leyes que hayan de dictarse en ejecución, cumplimiento o 
desarrollo de tratados, convenios o acuerdos internacionales y del derecho 
comunitario europeo. 

3) Proyectos de Decretos legislativos. 
4) Dudas y discrepancias que surjan en la interpretación o cumplimiento de 

tratados, convenios o acuerdos internacionales en los que España sea parte. 
5) Problemas jurídicos que suscite la interpretación o cumplimiento de los actos 

y resoluciones emanadas de Organizaciones internacionales o 
supranacionales. 

6) Reclamaciones que se formalicen como consecuencia del ejercicio de la 
protección diplomática y las cuestiones de Estado que revistan el carácter de 
controversia jurídica internacional. 

7) Anteproyectos de Ley o proyectos de disposiciones administrativas, 
cualquiera que fuere su rango y objeto, que afecten a la organización, 
competencia o funcionamiento del Consejo de Estado. 

8) Transacciones judiciales y extrajudiciales sobre los derechos de la Hacienda 
Pública y sometimiento o arbitraje de las contiendas que se susciten respecto 
de los mismos. 

9) Separación de Consejeros permanentes. 
10) Asuntos de Estado a los que el Gobierno reconozca especial trascendencia o 

repercusión. 
11) Todo asunto en que, por precepto expreso de una Ley, haya de consultarse 

al Consejo de Estado en Pleno. 
 
La Comisión Permanente del Consejo de Estado deberá ser consultada en los 

siguientes asuntos: 
 

1) En todos los tratados o convenios internacionales sobre la necesidad de 
autorización de las Cortes Generales con carácter previo a la prestación del 
consentimiento del Estado. 

2) Disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución, cumplimiento o 
desarrollo de tratados, convenios o acuerdos internacionales y del derecho 
comunitario europeo. 

3) Reglamentos o disposiciones de carácter general que se dicten en ejecución 
de las Leyes, así como sus modificaciones. 

4) Anteproyectos de Ley Orgánica de transferencias o delegación de 
competencias estatales a las Comunidades Autónomas. 

5) Control del ejercicio de funciones delegadas por el Estado a las 
Comunidades Autónomas. 

6) Impugnación de las disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos 
de las Comunidades Autónomas ante el Tribunal Constitucional, con carácter 
previo a la interposición del recurso. 

7) Conflictos de atribuciones entre los distintos Departamentos ministeriales. 
8) Recursos administrativos de súplica o alzada que deban conocer en virtud de 

disposición expresa de una Ley el Consejo de Ministros, las Comisiones 
Delegadas del Gobierno o la Presidencia del Gobierno. 

9) Recursos administrativos de revisión. 
10) Revisión de oficio de disposiciones administrativas y de actos administrativos, 

en los supuestos previstos por las leyes. 
11) Nulidad, interpretación y resolución de los contratos administrativos cuando 

se formule oposición por parte del contratista y, en todo caso, en los 
supuestos previstos en la legislación de contratos del Estado. 

12) Nulidad, interpretación, modificación y extinción de concesiones 
administrativas, cualquiera que sea su objeto, cuando se formule oposición 
por parte del concesionario y, en todo caso, cuando así lo dispongan las 
normas aplicables. 
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13) Reclamaciones que, en concepto de indemnización por daños y perjuicios, se 
formulen a la Administración General del Estado en los supuestos 
establecidos por las leyes. 

14) Concesión de créditos extraordinarios o suplementos de crédito. 
15) Concesión y rehabilitación de honores y privilegios cuando así se establezca 

por disposición legal. 
16) Asuntos relativos a la organización, competencia y funcionamiento del 

Consejo de Estado. 
17) Concesión de monopolios y servicios públicos monopolizados. 
18) Todo asunto en que por precepto expreso de una Ley haya de consultarse al 

Consejo de Estado en Comisión Permanente. 
19) Todo asunto en que por precepto de una Ley haya de consultarse al Consejo 

de Estado y no se diga expresamente que debe ser al Consejo en Pleno. 
 
La Comisión de Estudios ordenará, dirigirá y supervisará la realización de los 

estudios, informes o memorias encargados por el Gobierno y, una vez conclusos, emitirá juicio acerca 
de su suficiencia y adecuación al encargo recibido. 

 
La Comisión de Estudios elaborará las propuestas legislativas o de reforma 

constitucional que el Gobierno encomiende al Consejo de Estado y los someterá al Pleno, que se 
pronunciará sobre ellos por mayoría simple. Los miembros discrepantes podrán formular, dentro del 
plazo que reglamentariamente se determine, votos particulares, que se remitirán al Gobierno junto 
con el texto aprobado. 

 
Las Comunidades Autónomas podrán, por conducto de sus Presidentes, solicitar 

dictamen del Consejo de Estado, bien en Pleno o en Comisión Permanente, en aquellos asuntos en 
que, por la especial competencia o experiencia del mismo, lo estimen conveniente. 

 
El dictamen será preceptivo para las comunidades autónomas que carezcan de 

órgano consultivo propio en los mismos casos previstos por esta ley orgánica para el Estado, cuando 
hayan asumido las competencias correspondientes. 

 
El Consejo de Estado, sea en Pleno o en Comisión Permanente, puede ser oído en 

cualquier asunto en que, sin ser obligatoria la consulta, el Presidente del Gobierno o cualquier 
Ministro lo estime conveniente. 

 
El Consejo de Estado en Pleno dictaminará en aquellos asuntos en que, aunque 

estuvieran atribuidos a la competencia de la Comisión Permanente, así lo solicitare el Presidente del 
Gobierno o lo acuerde el Presidente del Consejo. 

 
El Presidente del Consejo de Estado fija el orden del día del Pleno, de la Comisión 

Permanente y de la Comisión de Estudios y preside sus sesiones, ostenta la jefatura de todas las 
dependencias del Consejo y su representación. 

 
Al Presidente del Consejo de Estado, de conformidad con la Comisión Permanente, 

corresponde desarrollar la estructura presupuestaria del Consejo con arreglo a sus características, de 
acuerdo con la que se establezca para el sector público. 

 
Corresponde al Presidente del Consejo de Estado aprobar los gastos de los servicios 

a su cargo, autorizar su compromiso y liquidación e interesar del Ministro de Hacienda la ordenación 
de los correspondientes pagos. 

 
El Consejo de Estado elaborará su presupuesto, que figurará como una Sección 

dentro de los Presupuestos Generales del Estado. 


